
B. Derechos Económicos,
Sociales y Culturales

"...proteger y enaltecer el trabajo, amparar la dignidad humana, promover el bienestar
general y la seguridad social; lograr l{lparticipación equitativa de todos en el disfrnte
de la riqueza, según los principios de la justicia social... "

Preámbulo de la Constitución de kl República de Venezuela

ca, social y cultural del Estado, que aparece así no
s610 como el defensor del orden público y de la
libertad, sino como promotor del bienestar de la
población. Será el Estado, directamente o a través
de sus PJJlíticas,el que tendrá a su cargo la vigen­
cia efectiva de tales derechos,,48. Estos conceptos
están plasmados en el Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de
lasN aciones Unidas, que entró en vigor en 1.976.
En el ámbito americano, en el alío 1.988 se adop­
tó el Protocolo de San Salvador, adicional a la
Convención Americana sobre Derechos Huma­

nos, el cual todavfa no está en vigencia y que no
ha sido hasta hoy ratificado por ningún Estado
miembro de la OEA Es sumamente significativo
que 13 alíos después no haya entrado en vigencia
este instrumento que supondrfa una herramien­
ta valiosa para la promoción y defensa de estos
derechos.

Vale la pena dar a conocer los derechos que
están protegidos por el Protocolo de San Salva­
dor: "...podrían dividirse en cuatro grandes gru­
pos. En primer lugar, llamemósle así, un grupo de
derechos laborales que comprende el derecho al
trabajo, el derecho a condiciones justas, equitati­
vas ysarisfactorias, en el cual sé agrega, -respecto
al Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales-, el derecho a la estabilidad
de los trabajadores y los derechos sindicales, que
comprenden la libertad sindical y el derecho a
huelga. En segundo lugar, otro grupo de derechos
que podríamos relacionarlos con la subsitencia,

En esta introducción PROVEA quiere pro­
fundizar y socializar el marco teórico que funda­
menta la obligación del Estado de velarlos y ga­
rantizarlos, prosiguiendo con la experiencia del
anterior Informe Anual 1989-90 donde nos refe­

rimos a las diversas formas de realización yexigi­
bilidad de estos dereéhos por y frente al Estadp,

En estos tiempos de auge neoliberal, en los
que se pretende reducir al mfnimo las obligacio­
nes sociales del Estado, es bueno recordar con­
ceptos emitidos en 1978 por Theo van Boven,
ex-Director de la División de Derechos Huma­

nos de la ONU, sobre este' tema: "Elgoce de ellos
dependerá en gran medida de lapolítica econón":

47 ONU. Res. 543 (VI)
48 NIKKEN, Pedro: En Defensa de la Persona Humana, Editorial Juridíca Venezolana, Caracas, pág. 72

El Estado y su postura ante los derechos
económicos, sociales y culturales

En reiteradas ocasiones PROVEA ha soste­

nido públiGamente que comparte con las Nacio­
nes Unidas que "el hombre privado de los dere­
chos económicos, sociales y culturales no repre­
senta a la persona que la Declaración Universal
define como el ideal del hombre libre,,47.Esta es

precisarnente la realidad que caracteriza la situa­
ción venezolana en la actualidad; existe un 80%

de la población que vive privada de estos dere­
chos. En el curso de las siguientes secciones,se
analiza la vigencia y el grado de satisfacción de
los diferentes derechos económicos, sociales y
culturales con el objeto de confrontar al Estado
con sus obligaciones nacionales e internacionales
en la materia.
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que comprende el derecho a la salud, el derecho
a la seguridad social, el derecho a un medio am­
biente sano, el derecho a la alimentación. Estos

dos últimos no figuran en esa forma en el Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales

y Culturales. En tercer lugar están los dereclros
culturales, el derecho a la educación que com­
prende el derecho de escoger la educación de sus
hijos. Este Artículo casi copia textualmente el
correspondiente del Pacto Internacional de Dere­

chos Económicos, Sociales y Culturales y allí se
establece, por ejemplo, el compromiso de los Es­
tados a alcanzar progresivamente la gratuidad de
la énseñanaza superior. Está también, dentro de
los derechos culturales, el derecho a los beneficios
de la cultura. El cuarto grupo, inc luye los dereclros
a la protección de ciertas categorías o sectores.
Primero, la familia, especialmente en lo que se
refiere a la protección de la maternidad y de la

adolescencia, los derechos de la niñez, los dere­
chos de los ancianos y los derechos de los minus­
válidos". 49

En el ordenamiento legal venezolano, los de­
rechos económicos, sociales y culturales tienen
su reconocimiento en la Constitución del a110

1961, desde el Preámbulo de la misma hasta los

artículos que van del 72 al 109.
Es algo obvio y aceptado por amplios secto­

res de la vida nacional, que a pesar del reconoci­
miento formal-programático de estos derechos,
la situación real y objetiva es que en Venezuela
se encuentran en franco retroceso. En este sen­

tido en su Informe Anual de 1990, la Fiscalía

General de la República opina que "En los últi­
mos treinta años se han respetado con dolorosas
excepciones, el ordenamiento jurídico en lo refe­
rente a derechos individuales. No ha sido éste el

caso de los derechos sociales y económicos: el
ciudadano común carece de los más vitales ele­

mentos para la vida humana, como saiutfJ vivien­
da, trabajo, alimentación y educación"s . En el
mismo sentido, la 55a. Asamblea Ordinaria de

la Conferencia Episcopal destacó que "la nación
experimenta una represión social puesta de mani-

fiesta en los indicadores nutricionales y de salud.
Se ha incrementado la proletanzación de la clase

media. Ha hecho explosión la crisis en los hospi­
tales y los centros asistenciales; se ha agravado la
crisis en materia de desempleo y vivienda; ha
crecido en forma desorbitada la inseguridad per­
sonaL.. ".51

Es evidente que la postura del Estado vene­
zolano frente a los derechos económicos, sociales
y culturales, habiendo adoptado concientemente
un Plan de Ajuste Estructural de la Economía o
paquete económico acordado con el FMI y la
banca internacional, es proclive a incumplir y
restringir el goce de éstos por la mayorfa de la
población. Las expresiones anteriormente cita­
das se corresponden con las afirmaciones de
PROVEA en su anterior Informe Anual: "el

Estado venezolano cuenta y ha contado con re­
cursos financieros para garantizar estos derechos,

sin embargo salta a la vista que sus políticas ac­
tuales están más dirigidas a satisfacer los reque­
rimientos de la banca internacional que a satisfa­
cer las necesidades de la mayoría de los venew­
lanas". 52

PROVEA es conciente de que no basta una
evaluación de carácter jurídico de la política eco­
nómica del Estado en el cumplimiento o no de
los preceptos constitucionales y del Pacto Inter­
nacional para afirmar si la falta de satisfacción
de los derechos económicos, sociales y culturales
es violatoria de dichos instrumentos. Somos de la

idea de que el método jurídico es incompleto si
no se confronta con los datos aportados por la
realidad; por ello, por tercer at'lo consecutivo
analizaremos técnica y políticamente el acceso y
el grado de satisfacción de las necesidades de la
población en cuanto a trabajo, educación, salud,
vivienda, etc. Somos concientes de que el campo
del control y supervisión de las polfticas del Esta­
do en materia de derechos económicos, sociales

y culturales, es nuevo e insuficientemente desa­

rrollado por parte de organizaciones de derechos
humanos, pero afrontamos el desafío desde una
postura ética: en todos los casos el derecho a la

49 NIKKEN, Pedro: El Régimen ]urídko de Protección de los Derechos Económicos, Sociles y Culturales en AA VV
Derechos Económicos y su Desarrollo en América Latina, Instituto Interamericano de Derechos Humanos,San José,
págs. 18-19

50 FISCALlA GENERAL DE LA REPÚBLICA: Informe Anual 1990, Temo I!, pág. 265

51 Ultimas Noticias, 12.01.91

52 PROVEA: Informe Anual 1989·90, pág. 45
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vida es inviolable, y por lo tanto es tan condena­

ble una ejecución extrajudicial, como la muerte
a causa de la ,desnutrición o el hambre.

Los análisis que a continuación presentamos
de los derechos económicos, sociales y culturales

B.1 Derecho a la Vivienda

Derechos Económicos, Sociales y Culturales

no pretenden cuantificar en toda su magnitud el
impacto del paquete económico sobre tales de­
rechos, pero ponen de relieve el manifiesto retro­

ceso que han experimentado, por debajo de la
dignidad humana universalmente aceptada.

La leyprotegerá al matrimonio, favorecerá la organización delpatrimonio inembargable
y proveerá lo conducente a facilitar a cada familia la adquisición de una vivienda
cómoda.

Artículo 73 de la Constitución de la República de Venezuela.

El derecho a la vivienda contemplado en la
Declaración Universal de los Derechos Huma­

nos y en numerosos pactos internacionales, así
como en las constituciones nacionales de muchos

países, es un derecho que posee múltiples impli­
caciones. El concepto de vivienda no puede res­
tringirseúnicamente al espacio físico en el cual
se habita. La vivienda implica un conjunto de
factores que influyen tanto en la vida familiar
como en la vida en sociedad. A partir de estas
condiciones las características que asumen las
relaciones entre los hombres aquieren determi­
nadas formas. En este sentido, "...el concepto
incluye la complejidad de relaciones que se esta­
blecen a partir de la vivienda, en el lugar de asen­
tamiento y. entre éste y los ámbitos de producción
y trabajo,,53. Por lo tanto, no es gratuito que el
acceso a una vivienda digna sea uno de los prin­
cipales anhelos del hombre.

Bajo este criterio queremos abordar el aná­
lisis de la problemática habitacional del país, to­
mando en cuenta los tres grandes factores que, a
nuestro juicio, son determinantes en ella: tenen­
cia de la tierra, propiedad de la vivienda y condi­
ciones físico-ambientales de la misma.

La Tenencia de la Tierra

El problema de la tenencia de la tierra es el
primer aspecto a abordar cuando se trata de
desarrollar una política habitacional. Si esto no
está resueIto es imposible que se logre la ~;;lución
a gran escala de la problemática de la vivienda.
Por lo tanto ese debe ser un objetivo primordial

del Estado, tal y como lo establece la COPRE en
su informe Una Política Social para la Afirma­
ción de la Democracia: "". un proyecto agresivo
de adquisición y dotación de tierras, coherente
con los planes de ordenamiento territorial y de
ordenamiento urbanístico." 54 De acuerdo al mis-

- mo informe, "Los requerimientos de tierra a esca­
la nacional se estiman en 51.288 has. (.,,) lo que
exige la habilitación anual de 3.034 has. anuales

(sic), para cubrir esta demanda. Esta superficie
equivale al doble de la que ¡u:tualmente se encuen­
tra ocupada en Caracas.,,55 El mismo informe
reconoce que ".,.la escasez de la tierra en manos
del Estado es grave.,,", lo que llama la atención en
un país con la extensión territorial de Venezuela.
La solución del problema de la tenencia de la
tierra no puede buscarse al interior de las gran­
des ciudades, pues la disponibilidad de terrenos
en estas zonas es muy poca. De aquí que abordar
la solución al mismo desde la perspectiva de un
ordenamineto territorial coherente, como se

afirma arriba, tendría que pasar por el desarrollo
de una política económica y social que propiciara
el descongestionamiento de las grandes ciudades
y diera garantías a la población de encontrar
condiciones de vida dignas (trabajo, educación,
salud) en otras regiones del país. La realidad
demuestra lo contrario cuando vemos que la
migración de importantes contingentes de la po­
blación hacia los centros más urbanizados sigue
siendo una constante; por lo demás, esto carece­
ría de efectividad si se mantiene la propiedad de
la tierra en manos de particulares e incluso de

53 OLGUIN, l.eticia y otros: Educación y Derechos Humanos, IlDH,San José, 1989,pág. 268
54 COPRE: Una Política Social para la Afirmación de la Democracia, pág. 155
55 COPRE: op. cit. pág. 155
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entes oficiales (que bajo las administraciones de
turno, usufructuan la tierra en favor de intereses

privados), como parece ser la norma en nuestro
país, frente a la pasividad de un Estado que no
tiene la voluntad de actuar decididamente para
lograr la propiedad de extenciones importantes
de tierras y con ello propICIar el acceso de las
grandes mayorías a una vivienda digna. Lo que
parece estar a la vista es un efecto contrario, da
la sensaciÓn de que estamos en presencia de una
política que tácitamente tiende a proteger al es­
peculador y latifundista, o privilegia a sectores
que no son los más necesitados de tierras y,
consecuentemente, de viviendas.

Las ocupaciones pacíficas de tierras, defini­
ción que ha ganado legitimidad frente al conti­
nuo intento de descalificar acciones de este tipo
por parte de los propietarios de tierras y de los
mismos entes oficiales, se han incrementado no­
tablemente, acompafiadas de efectos secunda­
rios de muy negativa incidencia en la vigencia de
los derechos humanos: desalojos violentos, re­
presión, detenciones arbitrarias, maltratos y abu­
sos por parte de los cuerpos de seguridad del
Estado. Precisamente en el lapso que cubre este
Informe, han ocurrido importantes procesos de
ocupaciones de tierras para la construcción de
viviendas, por parte de sectores de la población
que han visto que la única solución a su problema
10 constituye la vía de la autogestión, es decir,
proveerse por sí mismos de un terreno e ir cons­
truyendo sus viviendas a través de sus propios
recursos.

Tal es el caso de la ocupación pacífica de
tierras denominada Bella Pacaraima, en Guaya­
na (Edo. Bolívar), región que se ha constituído
en punto álgido de la problemática habitacional
del país. Resefiamos ese caso por considerar que
tipifica ampliamente las causas por las cuales se
producen las ocupaciones, las características de
las mismas y las consecuencias que acarrean.

Para entender mejor el contexto dentro del
cual se desarrolla la problemática habitacional en
la región de Guayana, es necesario ubicar el
papel que juega la CVG al respecto. Desde el
momento de su creación en 1960, a la CVG se le

confirió, de acuerdo a los mecanismos previstos
en la Ley de Reforma Agraria, la propiedad de
las tierras baldías, de los fundas rústicos de do­
minio privado de la Nación y de los pertenecien-
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tes a los Institutos Autónomos Nacionales, así

como de aquellos inmuebles rurales que fueran
confiscados a consecuencia del enriquecimiento
ilícito de funcionarios públicos y particulares.

Por otro lado, la CVG tendría a su cargo la
coordinación de las labores de explotación mine­
ra y forestal, el desarrollo industrial e hidrográfi­
co de la región, y promover la actividad produc­
tiva del sector privado. Así mismo le fue dada la
competencia de planificación urbana de las ciu­
dades de la región, pero particularmente de Ciu­
dad Guayana, lo que, aunado a su condición de
propietario de las tierras, facilitaría una distribu­
ción de espacios, de bienes y de prestación de
servicios realizada bajo criterios de racionalidad,
de tal manera que se evitaría la anarquía de los
cordones de marginalidad que trajo consigo el
desarrollo y explotación petrolera con sus cam­
pamentos, en otras zonas del país. Los estudios
de planificación y los lineamientos generales de
la misma fueron encargados a institutos univer­
sitarios de los Estados Unidos que diseñaron la
ciudad con los criterios del capital y el consumo.
En la práctica dicha planificación no funcionó,
entre otras cosas, por el desorden administrativo,
la masiva inmigración y emigración que trajo el
"desarrollo", así como los criterios clasistas y dis­
criminatorios sobre los que se asienta el urbanis­
mo guayanés. Las ciudades de San Félix y Puerto
Ordaz adquirieron características diametral­
mente opuestas: la primera como asiento de un
crecimiento compulsivo, carente de servicios bá­
sicos y la segunda con una atención más racional
en lo que a servicios se refiere.

La condición de la mayoría de la población
de San Félix es la provisionalidad, en cuanto a
que numerosos barrios, algunos de los cuales
tienen una antiguedad mayor de veinte alios, no
son propiedad auténtica de sus ocupantes sino de
la CVG. Esto implica que en de~nitiva la volun­
tad del ente propietario podría disponer de la
tierra para ejecutar un· nuevo proyecto urbanís­
tico en la zona o barrio, lo cual conllevaría al
desalojo y la reubicación de los.habitantes hacia
la periferia urbana. Así el "desarrollo" y el "pro­
greso" entran en contradicción con las necesida­
des de la comunidad.

En marzo y julio de 1991, miembros de
PROVEA realizaron sendas visitas a la zona,
constatando, mediante entrevistas con los afee-



tados, así como con autoridades regionales, las
verdaderas dimensiones de este problema,

Bella Pacaraima se encuentra ubicada en la

_zona sur de Puerto Ordaz. Estos terrenos que
estuvieron deshabitados durante muchos años,

300 propiedad de la CVG, como muchos terre­
nos baldíos de esa región. La ocupación de estos
terrenos se inicia hace algunos años por parte de
27 familias que querían dedicarse al cultivo de la
tierra. A medida que el déficit habitacional en la
zona se agrava, numerosas familias se van su­
mando a la ocupación, hasta llegar a la cifra de
900 para el presente año. Con los pocos recursos
con los que cuentan, los habitantes de Bella Pa­
caraima fueron consolidando su comunidad

hasta lograr la dotación de aguas a través de un
sistema de mangueras e, incluso, garantizar la
educación a sus hijos por medio de una escuela
de Fe y Alegría que recientemente se construyó
en la zona.

Todo esto ocurrió en medio de la ejecución
de constantes desalojos, ordenados por la CVG
y puestos en práctica por la GN. Estas expulsio­
nes trajeron consigo un lamentable saldo de víc­
timas: heridos de bala, perdigones y peinillas,
intoxicados por gases lacrimógenos, maltrato a
mujeres y niños, detenciones arbitrarias y hosti­
gamiento permanente a los dirigentes de la co­
munidad, todo esto acompañado de daños ma­
teriales. Por la vía de la represión se intentó
mediatizar el nivel organizativo alcanzado por
esta comunidad, disolviendo por la fuerza mar­
chas de protesta y asambleas, violando con ello
derechos garantizados en nuestra Constitución
como son el derecho a manifestar pacíficamente
ya reunirse libremente.

La CVG por su parte, se limitó a ofrecer
soluciones que resultaban inaceptables para los
habitantes de Bella Pacaraima, como eran la
reubicación en terrenos sin ningún tipo de de..,,­
ción, alejados de sus centros de trabajo y de los
más importantes servicios públicos. Los habitan­

tes de Bella Pacaraimase han preguntado cuál
es el interés de la CVG, en-mantener estos terre­
nos ociosos siendo que la necesidad de dotarlos
para la construcción de viviendas es un factor
prioritario en la zona. El Cnel. Martínez Ug~eto,
Director de Bienes Inmuebles de la CVG, man­
tuvo una pofítica intransigente llaciala comuni­
dad hasta lograr desalojarla en -el mes de julio

Derechos Económicos, Sociales y Culturales

pasado, sin abrir ningún canal de comunicación
con sus habitantes. Las dudas en torno a la exist­

encia de intereses muy específicos como el en­
gorde de los terrenos para su posterior venta a
particulares, está planteada en el seno de la co­
munidad ocupante de tierras baldías de esta zona
que, por lo demás no se limita sólo a Bella Paca­
raima, sino que abarca varias extensiones territo­
riales más y que totalizan de más de mil trescien­
tas familias.

Otro elemento que está presente en los suce­
sivos intentos de desalojos, es la absoluta impu­
nidad con la que actúan los cuerpos de seguridad
del Estado ya que, a pesar de los serios atropellos
contra la integridad personal de los ocupantes
pacíficos, no se producen sanciones a los respon­
sables. Este grado de impunidad se afianza ante
el silencio de la Gobernación del Estado, así

como de las Alcaldía que deberían tener una
mayor presencia en la solución de estos conflictos
lo cual llama poderosamente la atención y hace
suponer que la CVG actúa de manera omnipo­
tente ante instancias de poder ,nominalmente
autónomas.

Esta situación con características muy simila­
res y obviamente con algunas particularidades, es
común a otras zonas del país (Maracay, Barqui­
simeto, Valles del Tuy, Puerto Cabello, Maracai­
bo). Esto nos da una idea aproximada de la
magnitud actual del problema, y lo que es peor,
de las peligrosas consecuencias que en un futuro
muy cercano ello podría acarrear.

La propiedad de la vivienda

El segundo aspecto que queremos abordar,
la propiedad de la vivienda, también amerita un
somero diagnóstico. El déficit habitacional del
país sobrepasa, para el año 1991 la cifra de 2
millones de unidades, agrupando en este rubro
no solamente los grupos familiares que carecen
de techo, sino aquel número de viviendas que por
hallarse en condiciones prácticamente inhabita­
bles, deben ser sustituidas. El comportamiento
de este déficit pareciera asumir una línea ascen­
dente, difícil de entender toda vez que el creci­
miento vegetativo del país se ubica en un 3%
anual y que nuestra población para el año 2.000
alcanzará los 27 millones de habitantes. Toman­

do en cuenta este crecimieto vegetativo, la solu­
ción a este déficit pasaría por la construcción de
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240 mil viviendas anuales hasta el afío 2.000.

La Ley de Politfca Habitacional (LPH), pro­
mulgada por el actual gobierno el primero de
enero de 1990, fue anunciada como un mecanis­
mo idóneo para la solución del déficit habitacio­
nal nacionaL

Hoy, cuando la ley ya entró en su segundo
afio de vigencia, vemos que sus beneficios han
sido mfnimos frente a las necesidades reales de

la población. En el presente afio, se esperaba
captar para ese programa, e15% del presupuesto
nacional, aproximadamente 25 mil millones de
bolfvares que, sumado al ahorro habitacional
calculado en 10 mil millones de bolfvares, consti­
tuirfa una sólida cantidad que pudo haber sido
utilizada a favor de los beneficiarios de la citada

Ley. La realidad fue otra: los ahorristas sólo
depositaron entre 4 y 7 mil millones y el Estado
no aportó lo que se esperaba, según afirmación
del Consejo Nacional de la Vivienda, ente oficial
ejecutor de la LPH. Esta ley fue programada a
largo plazo (15 afios) para resolver, en teoría, el
déficit habitacional de más de tres millones de

familias, además de promover el mejoramiento
a quienes ya tienen vivienda propia, y no ha
llenado las expectativas de quienes han ahorrado
sistemáticamente parte de sus salarios con el
propósito de acceder a un techo propio que brin­
de condiciones vitales dignas.

Se intentó, al promulgarse la Ley, estratificar
áreas prioritarias de asistencia. El área 1,se dirige
hacia viviendas cuyo valor sea igual o inferior a
65 salarios mínimos, es decir, 345 mil bolfvares
hasta el cierre de esta edición. Los beneficiarios

de esta área pagarán tasas de interés del 6% en
zonas rurales y 6.25% en regiones urbanas. El
área de asistencia 11 comprende unidades de
vivienda cuyo valor no exceda los 165 salarios
mínimos, unos 875 mil bolfvares. El financia­

miento para esa área serfa de un 6.25 % anuaL La
última área está orientada a aquellas viviendas
cuyo valor excede los 300 salarios mfnimos ( I
millón 586 mil bolfvares) y serfa financiada al
12% de interés aI}Wll.-Estaúltima área es sucep­
tible de participación del sector privado.

La ley no ha podidO ser efectivamente imple­
mentada gracias a sistemáticos inclumplimientos
de los patronos (no aportan e12% de los salarios
de sus trabajadores, a los cuales se les retiene el
1% del mismo), además de que la tan deseada
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comunión entre el se<:tor privado y el sector pú­
blico con el propósito de oxigenar aunque sea
alguna de las áreas de ~ncia, n.ose ha produ­
cido. Además, si tomamos e.ncuenta las caracte­
rísticas del sector bancario de nuestro pafs, po­
dremos entender Glaramente el por qué esa esfe­
ra financiera ha sido reacia a otorgar créditos a
la tasa estipulada por la'ley. Los intereses de éstos
son bajos y el diferencial de los mismos no es
suficiente para cubrir gastos operacionales. Por
otra parte, la elevación de los costos de construc­
ción y el elevado margen de ganancias a los que
están acostumbrados el sector bancario y el sec­
tor de la construcción, ha generado una paraliza­
ción de la oferta de viviendas de interés sociaL La

LPH no ha sido un incentivo para el sector de la
construcción al no favorecer sus expectativas de
ganancias. Y el Estado tampoco ha actuado con
decisión para imponer el criterio del bienestar
colectivo por encima de los intereses económi­
cos. Es conveniente anotar que pese a las grandes
sumas recaudadas por concepto de ahorro habi­
tacional, (6.141 millones de bolívares, entre aho­
rristas y empresarios), sólo se han producido
39.438 soluciones habitacionales en esta primera

fase del programa, la cual ha estado signada por
el sistemático retardo en la asignación de los
recursos para la construcción de viviendas. La
cifra lfneas arriba citada, se desglosa de la siguen­
te forma: el 42% comprenden programas de
viviendas completas, y ampliables, 6% a parcelas
con servicios mínimos y 5% a créditos para am­
pliaciones y mejoras.

Otras tantas razones explican la no efectivi­
dad -que no fracaso- de la LPH. El propio Minis­
tro de Desarrollo Urbano (MINDUR), Luis
Penzini F1eury, admitió públicamente que las
metas trazadas por la LPH para el año 1990 sólo
se cumplieron en un 50% . Argumenta Penzini
que el déficit presupuestario que enfrentó ese
despacho, -gracias, entre otros factores, al retra­
so del Congreso Nacional para la ejecución del
Plan de Inversiones, el cual reforzarfa notable­
mente el programa gubernamental en ciernes-,
atentó contra la construcción masiva de vivien­
das de interés sociaL

El titular de MINDUR reconoció que todo
su despacho percibirfa este afio la cantidad de 4
mil millones de boUvares, lo cual constituye una
amenaza a la continuidad de la LPH, pues ésta



necesita un aporte sustancial del sector guberna­
mental, que para 1991 se estimó en 22 mil millo­
nes de bolívares. Otras tantas razones explican la
no efectividad de la LPH. Al ser concebida como

un mecanismo crediticio para el financiamiento
de viviendas de interés social, en el contexto de
una crisis como la venezolana, en la cual la inci­
dencia inflacionaria actúa de manera drástica en

desmedro del poder adquisitivo de la población,
hace que la forma de otorgamiento de los crédi­
tos mediante esa ley, sea inaccesible para las
grandes mayorías nacionales.

Además, los precios de las viviendas suben
más rápido que la capacidad de este ahorro ha-.~
bitacional forzado. Por otra parte, la estructura
laboral del país no incluye a una gran cantidad de

trabajadores en los beneficios que esta ley yepor­
ta. Más del 40% de los trabajadores venezolanos
se desempefían en la economía informal y, ob­
viamente, son parte de la población que más está
necesitada de vivienda. Inclusive, muchos poten­
ciales beneficiarios no saben aún los alcances

que, en papel, podría reportar esa ley. Tampoco
se sabe que en la legislación nacional están pre­
vistas sanciones para quien incumpla con la LPH.

Las medidas punitivas pueden ser promovi­
das por la Junta de Vigilancia, ente regulador

que está integrado por el titular de MINDUR,
un senador, dos diputados, un representante de
la Cári1ara de la Construcción y uno de la Banca
Hipotecaria. La aplicación de la LPH también se
ha visto obstaculizada por la falta de los patronos
(en su mayoría empresas públicas) de depositar
las cotizaciones de sus trabajadores, por lo que el
monto que se esperaba recaudar no ha sido cu­
bierto en su totalidad. De esta manera, el Estado
irrespeta procedimientos legales instaurados por
él mismo y con ello crea un clima de desconfianza
en la población que profundiza la falta de credi­
bilidad en las instituciones del sistema democrá­
tico.

A todo lo anterior se suma el hecho de que
el potencial beneficiario, una vez superados to­
dos los obstáculos (buscar una vivienda, lograr
que le sea asignada, pagar un "enganche" aparte
de la inicial, lograr la aprobación de la solicitud
que lo convierta en elegible para el crédito), debe
esperar que la suerte lo favorezca en un sorteo

56 El Impulso 24.10.90
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en el que se escogen los creditos a otorgar. Según
informaciones recabadas por PROVEA, la suer­
te puede comprarse mediante el pago de una
suma que oscila entre los Bs. 50.000 Y70.000 a
los sorteadores o empleados de las agencias ban­
carias lo cual además de ilegal resulta imposible
para la mayoría de los solicitantes, con lo que una
vez más la corrupción convierte en privilegio de
unos pocos lo que se supone debe ser un benefi­
cio social para los más necesitados.

La desprotección del ciudadano en cuanto al
acceso a una vivienda digna se acentuó cuando
el gobierno, respondiendo a las exigencias del
FMI, anunció a principios de afío que iniciaría el
estudio de un proyecto de ley que permita la
liberación de alquileres. El argumento que justi­
fica tal decisión, segun MINDUR, es que duran­
te 30 afíos la ley ha sobreprotegido a los inquili­
nos y ello paralizó la construcción de viviendas
para alquiler. La nueva ley, denominada Ley de
Arrendamientos Urbanos propone "oo. un siste­

ma progresivo de desre~larización (léase, libera­
ción) de alquileresoo."S que incentive al sector de
la construcción a la fabricación de viviendas para
alquiler. De aprobarse esta ley -la cual no ha sido
sometida a la consideración del Congreso Nacio­
nal al momento del cierre de este Informe- sig­
nificará en el corto plazo, dejar en la calle a miles
de inquilinos a los que ya hoy, sin estar oficial­
mente liberados los alquileres, les resulta una
difícil carga pagar los mismos. Nuevamente fun­
ciona, en el criterio oficial, una visión parcelada
de la realidad, ya que es posible que el número
de viviendas por alquilar aumente, pero frente al
costo de las mismas y si se toma en cuenta el
poder adquisitivo de la población, resultará muy
difícil para los sectores medios y bajos acceder a
una vivienda alquilada. Nuevamente se privile­
gian los intereses económicos (obviamente abrir
una nueva fuente de inversiones en el país) por
encima del bienestar de la población.

Las condiciones físico-ambientales

Finalmente, el deterioro de las condiciones
físico-ambientales de numerosas viviendas au­

menta vertiginosamente. Anteriormente seña­
lábamos que el déficit de viviendas abarcaba
también a aquellas viviendas que debían ser sus-
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tituídas debido a las pésimas condiciones en que
se hallaban. De acuerdo al estudio de la COPRE

citado anteriormente, "... apenas el 52% de las
viviendas satisface plenamente las necesidades
básicas de sus ocupantes, mientras que el resto
requiere algún tipo de intervención, especialmente
en servicios básicos sanitarios. ,,57

Un estudio realizado recientemente por la
Oficina Metropolitana de Planificación Urbana
(OMPU) demuestra que el 50% de la población
del área metropolitana de Caracas ha edificado
sus viviendas en cerros y colinas considerados de
alta inestabilidad geológica. En las 281 barriadas
caraquefías no hay perspectivas de mejoras a las
viviendas. Si tomamos en cuenta que gran parte
del núcleo poblacional de esos sectores no puede
acceder a un préstamo hipotecario para refaccio­
nar sus viviendas, menos aún, puede optar al piso
propio de acuerdo con las Areas de Asistencia
que contempla la LPH.

En consecuencia, a los grandes contingentes
de población que subsisten en esas áreas no les
queda otra alternativa que "autogestionarse" sus
viviendas, o en términos más descarnados, hacer­
se de un terreno y construir un rancho.

La concentración de población en los centros
de irradiación de fuentes de empleo y en las
grandes urbes como Caracas, no permiten que
los habitantes de sectores marginales puedan
acceder a viviendas en buenas condiciones de

salubridad en otras ciudades del interior del país;
ni empleos ni desarrollos urbanísticos se planifi­
can. Lo que sí se proyecta es la consolidación de
los barrios que se ubican en zonas no precisa­
mente aptas para vivir dignamente. El organismo
estatal encargado de coordinar tal actividad es
FUNDACOMUN. Este fue escogido por el

57 COPRE, op. cit. pág. 150
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Banco Mundial (BM) para adelantar un progra­
ma de desarrollo y de mejoramiento de barrios
estables. Ese programa se denomina "Promue­
ba" y cuenta con un presupuesto de 170 millones
de bolívares aproximadamente. La mitad provie­
ne del BM y el otro 50% será otorgado por el
Estado. El programa contempla la dotación de
aceras, cloacas, mÓdulos de servicios, etc. Pero
para poder acceder a esta política asistencialista
gubernamental, las barriadas deben ser estables,
estar en terrenos adecuados y contar con más de
50 mil habitantes. Esto constituye un contrasen­
tido si nos remitimos a lo afirmado por la OMPU
líneas arriba, en el sentido de que si no se ataca
urgentemente el problema de la inestabilidad de
los barrios, sean cuales sean las condiciones de
los mismos, seguirán produciéndose los proble­
mas de derrumbes y consecuentemente de dam­
nificados, que afío tras afío se producen con la
llegada de las lluvias. Además debemos acotar
que la situación de hacinamiento (falta de espa­
cio para la recreación, insalubridad, carencia de
servicios básicos), produce efectos de otro orden
contra derechos básicos del ciudadano. Es así

como vemos la rapidez con que se expanden las
enfermedades infectocontagiosas y como, ante la
falta de alternativas para ocupar el tiempo libre,
el aumento de los índices de delincuencia es
considerable.

PROVEA considera que en lo que se refiere
al disfrute de una vivienda digna para los vene­
zolanos, el Estado ha venido actuando en forma

contraria, y que el deterioro que afío tras afío
observamos en el acceso a este derecho, difícil­

mente logrará ser abordado correctamente; si no
se reorienta el rumbo de las políticas oficiales
globales hacia este sector.
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B.2 Derecho a la Salud
Todos tienen derecho a la protección de la salud. Las autoridades velarán por el
mantenimiento de la salud pública y proveerán los medios de prevención y asistencia a
quienes carezcan de ellos.

Art(culo 76 de la Constitución de la República de Venezuela.

"De los derechos humanos que se violan en
Venezuela, el más golpeado es la salud.,,58 Esta
afirmación del padre Luis María Olaso, Director
de Derechos Humanos de la Fiscalía General de

la República, evidencia crudamente la realidad
de la salud en Venezuela. PROVEA coincide

con este criterio ya que el seguimiento que he­
mos realizado a la problemática de la salud en el
lapso que cubre este Informe, así lo demuestra.
La totalidad de los estudios realizados por nume- ,
rosos investigadores y por los mismos entes ofi­
ciales, coinciden en afirmar que la salud en Ve­
nezuela ha retrocedido a niveles de los afíos 50,

época en que, a causa de la inexistencia de polí­
ticas sanitarias que atacaran efectivamente las
enfermedades de carácter epidemiológico y que
previnieran y controlaran su aparición, el estado
de salud de la población evidenciaba un grave
deterioro, lo cual incidía negativamente en la
expectativa de vida de la población. La tarea de
superar esta situación significó esfuerzos titáni­
cos (por parte de individualidades, como es el
caso del Dr. Amoldo Gabaldón, pionero en la
lucha contra el paludismo), que hoy han queda­
do como esfuerzos perdidos por la falta de un
seguimiento adecuado y de una política sanitaria

. coherente. Esto pareciera evidenciar que en
nuestro país, el Estado nunca ha asumido la

atención de la salud como le corresponde en su
calidad de garante de este derecho, y que si la
situación no llegó a consecuencias mayores se
debió a la época de bonanza que como país
petrolero nos tocó vivir.

Uno de los aspectos que nos permite enten­
der mejor la situación de la salud en Venézuela,
se refiere al análisis de los índices de morbi-mor­

talidad de la población. La morbilidad entendida
como el número proporcional de personas que
enferman en una población y tiempo determina­
dos, refleja que el venezolano se enferma mayor-

58 El Universal, 16.04.91
S9 El Nacional 03.04.91

mente por causas que son perfectamente preve­
nibles. Prevalecen las enfermedades infecciosas

(diarreas, neumonías, sarampión, hepatitis, gas­
troenteritis), anemia y parasitosis, las cuales ocu­
paron el 60% del motivo de las consultas en los
centro de salud. Aunado a ello, han hecho su

aparición enfermedades caracterizadas por el
contagio masivo como son el dengue, paludismo
y muy posiblemente el cólera, cuya peligrosidad
reside en su "alta capacidad de desencadenar
brote,sepidémicos". Haciendo un análisis compa­
rativo entre los casos habidos para abril de 1990
y el mismo mes del presente afío, encontramos
que el aumento de casos en los diferentes tipos
de enfermedades es considerable. Así por ejem­
plo, la diarrea en nifíos menores de cuatro afíos
alcanzó para abril de 1990 la cifra de 59 mil 37
casos, mientras que para la misma fecha del 91
alcanzó la cifra de 74 mil 725 casos. Para 1990 el

paludismo se ubicó en 9 mil 813 casos mientras
que para el presente afío alcanzó la cifra 13 mil
256. Enfermedades como la hepatitis y la menin­
gitis se ubicaron en 2 mil 472 casos en el 90 siendo
para este afío 3 mil 726 59.

En lo que se refiere a la mortalidad, si bien
se considera que en términos globales ésta ha
disminuido, ubicándose para 1988 en 4,3 muer­
tes por cada mil habitantes a nivel nacional, la
relación de muertes por causa de las enfermeda­
des infecciosas, asociadas a las condiciones de

vida de la población, sigue siendo considerable;
además el descenso de los índices de mortalidad

no es por sí mismo un indicativo de mejores
condiciones de salud, pues en ello puede interve­
nir el crecimiento de la natalidad. La población
más afectada por muerte por enfermedades in­
fectocontagiosas es la población infantil, sobre
todo los menores de 4 afíos y la causa principal la
constituye la diarrea y la gastroenteritis. Por citar
un ejemplo, para octubre de 1990 se habían
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registrado en el país 244 mil 885 casos que pro­
dujeron la muerte de 1.396 niños menores de 5
años de acuerdo a cifras del Ministerio de Sani­

dad y Asistencia Social(MSAS).60 Esta situación
varía mucho de un estado a otro, encontrándose

entidades donde los índices de mortalidad supe­
ran ampliamente la media nacional. Es el caso
del Edo. Zulia donde hasta el 20 de febrero del

presente año los casos de diarreas se han incre­
mentado en 1.160 con respecto a 1990; además,
el sector médico de esta región se encuentra
alarmado ante el considerable aumento de la

mortalidad materna y neonatal. En el caso de la
mortalidad materna lo aceptado es una por cada
mil en un año, mientras que en el Zulia, en 15
días murieron entre cinco y seis mujeres en una
sola maternidad. La mortalidad neonatal se ubi­

có en 33 por cada mil nacidos vivos.
Pero el problema de la salud no se detiene

aquí, abarca también la capacidad potencial que
tienen los individuos de contraer enfermedades

debido a las condiciones en que se encuentran.
Es por tanto necesario abordar aspectos como el
problema alimentario, la dotación de servicios
públicos, la atención médico-hospitalaria pro­
piamente dicha y el acceso a los medicamentos.

De acuerdo a estudios realizados por la CO­
PRE, la desnutrición en Venezuela para la déca­
da de los setenta no era un problema de salud
pública. Por el contrario, la malnutrición, ocasio­
nada por "exceso o distorsión del patrón de con­
sumo", si constituía un problema a ser abordado.
Para la década de los ochenta esta situación ha

variado y la desnutrición en sus dos fases, aguda
y crónica, ha pasado a ser un factor de primer
orden.

El problema de la desnutrición afecta funda­
mentalmente a los estratos más bajos de la po­
blación cuyos ingresos no alcanzan ni siquiera
para cubrir el costo de una Canasta Básica Ali­
mentaria al mes. Además, dichos problemas co­
mienzan a sentirse desde el mismo período del
~mbarazo, ya qUe las madres pertenecientes a
estos estratos están a su vez malnutridas. La

imposibilidad de realizar una buena lactancia o
de suplir la falta de la misma con los requerimien­
tos nutricionales necesarios, agrava la situación

60 El Nacional, 14.11.90
61 Ultimas Noticias, 30.03.91
62 El Nacional, 24.05.91
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de forma tal que los sectores más álgidos del
problema se encuentran, nuevamente, en el gru­
po etáreo entre O y 4 años, donde se produce el
mayor número de muertes por desnutrición. De
acuerdo a las cifras que maneja el Sistema de
Vigilancia Alimentaria del Instituto Nacional de
Nutrición (SISV AN), "...el doce por ciento de la
población menor de 15 años presenta problemas
de desnutrición, porcentaje dentro del cual un
1.3% aproximadamente se ubicará en situación
crítica, un 7% en grave y el resto entre moderada
y leve .,,61Los daños que produce la desnutrición
crítica son irreversibles, mientras que la desnutri­
ción grave, moderada y leve si no es atacada a
tiempo produce también consecuencias de muy
difícil superación.

En lo que se refiere a la dotación de servicios
básicos encontramos que el principal foco de
enfermedades lo constituye la falta de un ade­
cuado servicio de agua potable y de dotación de
cloacas y aguas servidas. Según cifras de la OCEI,
"...sólo la mitad de lapoblación venezolana cuen­
ta con servicios de cloacas, es decir, 9.734.800

personas, 1el 66% (12221.400) dispone de agua
directa.,,6 Aún así, estos datos hay que tomarlos
con cuidado ya que es suficientemente conocida
la irregularidád del suminsitro de agua sobre
todo hacia aque1\as zonas más necesitadas del
servicio por las condiciones de hacinamiento y
carencia de servicios de limpieza que son a su vez,
las más numeroSas. Igualmente, de ese porcen­
taje de dotación de cloacas, habría que deducir
aquellas que no funcionan por hallarse en mal
estado o saturadas. Entre los efectos inmediatos

que produce esta situación encontramos la apa­
rición de enfermedades relacionadas con la falta

de aseo: sarna, piojos, úlceras e infecciones bac­
terianas de la piel, todo e1\ocon el agravante del
rápido contagio que pueden producir dichas en­
fermedades.

La situación médico-hospitalaria contribuye
a agravar el cuadro de la salud en Venezuela. No
existe otro término que el de colapsada para
describir el grado de deterioro en que se encuen­
tra la salud pública en el país. El énfasis en una
medicina curativa en desmedro de los aspectos
preventivos, ha congestionado de tal modo los



hospitales que hoy no se dan abasto para cubrir
la demanda de la población. Por otra parte, las
carencias que existen en los centros dispensado­
res de salud pública se manifiestan a todo nivel:
falta de dotación de materiales médicos, medici­
nas, lencería, camas en pésimo estado, costosos
equipos dañados. No existe una ubicación ade­
cuada del personal médico y paramédico y la
burocracia de los organismos oficiales dispensa­
dores de salud, absorbe más del 70% de los

presupuestos asignados.
Mención aparte merece el caso del IYSS, ya

que el desbordamiento de la corrupción hizo que
durante el presente año salieron a la luz pública
los innumerables casos de malversación que
afronta este instituto y que parecen ser el argu­
mento por excelencia para justificar la privatiza­
ción. El IYSS cubre a 6 millones 500 mil perso­
nas y atiende más de 15 mil pacientes diariamen­
te. Entre empleados y trabajadores el IYSS
cuenta con una planta de 69.000 personas que
consumen más del 50% del presupuesto. Los
problemas de corrupción van desde los niveles
más simples como el robo de materiales hasta los
sobreprecios en la adquisición de equipos y me­
dicinas y el "cabalgamiento" de cargos (médicos
con 3 y 4 cargos que cobran sin trabajar). El
clientelismo político es uno de los principales
factores que produce esta situación siendo como
lo dice un ex-administrador del Seguro que "Cier­
tamente los Seguros Sociales son para el corrupto
lo que la leyenda del Dorado significó para los
conquistadores"ó3, situación que se extiende a
otros centros públicos de salud.

El actual presidente del IYSS, Euclides Mo­
reno, se encuentra muy cuestionado tanto por
sus compromisos políticos como por sus actitu­
des frente a los problemas que confronta el Ins­
tituto, como es por ejemplo el reciente conflicto
con los bioanalistas; en dicho conflicto Moreno

optó como solución por despedir a todos los
bioanalistas y contratar clínicas y laboratorios
privados para que realizaran los exámenes a los
afiliados. Esto significó una gran erogación de los
dineros del IYSS, y para muchos no es sino una
muestra de las intenciones privatizadoras de la
directiva del IVSS, quienes por lo demás ya han
63 El "aciona!. 18.02.91
64 Diario de Caracas. 02.10.91
65 El "acional, 12.04.91
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presentado un programa de restructuración del
Seguro Soeial(jue l'\1nlempla algunos aspectos al
respecto.

La Siluación médil'll-hospitalaria del país ha
ocup:ldo la atención del Ministerio Público du­
rante este afio. hl el lapso (jue cubre este Infor­
me. la Fiscalía General de la República ha reali­
zado varias inspecciones oculares en diferentes
centros de salud. Al cierre de este Informe pudi­
mos conocer (jue se declaró con lugar un amparo
solicitado por la fiscalía a favor de los hospitales
del Distrito Federal. El Tribunal Tercero de Pri­

mera Instancia de Familia y Menores, al declarar
con lugar el amparo, ordena a la Gobernación
del Distrito Federal "oo. m'ocarse, de inmediato, al

conocimiento de laproblemática hospitalaria; de­
clarar en emergencia la materia salud en el Distri­
to Federal; fijar un aumento presupuestario para
los hospitales, dotarlos de medicamentos y equi­
pos médico quin1rgicos." 64 La solicitud de recur­
sos de amparo a favor de la salud, ha sido un
medio utilizado por diversas comunidades para
exigir que sea restituido el derecho a la salud; es
el caso por ejemplo, de una comunidad de Petare
(Caracas) y de La Victoria (Edo. Aragua), donde
grupos organizados introdujeron recursos de
amparo ante los tribunales competentes y con el
respaldo de numerosas firmas, con el fin de exigir
su legítimo acceso a los servicios de salud.

En cuanto al acceso a los medicamentos en­

contramos que si ya para un 43% de la población
es díficil cubrir sus requerimientos alimentarios,
mucho más difícil es tener acceso a uno de los

rubros que más duramente ha sido golpeado por
la inflación. Así lo indica el descenso de un 40%
del volumen de ventas de medicamentos en las

farmacias. Según un estudio del comportamien­
to de los precios de los medicamentos realizado
por la Fundación Curiel, desde el 01.01.89 hasta
el 01.01.91, el incremento de los precios oscila
entre un 45,2% y un 58,90%, "La dosis adecuada
para decretar la muerte de los enfermos de meno­
res recursos."ó5 Para el presente año se crearon
muchas expectativas en torno a la implementa­
ción del programa de medicinas genéricas como
mecanismo efectivo para garantizar el acceso a
las medicinas a la población de menores recur-
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soso Hoy muchos sectores vinculados a la fabri­
cación de medicinas e interesados en el desarro­

llo de este programa denuncian que el mismo
está condenado al fracaso, entre otras cosas, por
la acción de las transnacionales, el chantaje con
las materias primas y la pasividad del Estado para
hacer frente a esta situación. Lo cierto es que los
pocos medicamentos gcnéricos que han salido al
mercado han resultado ser más costosos que los
medicamentos de marca.

Este cuadro que presenta la salud en Vene­
zuela está en relación directa con las condiciones

de vida de la población. El caso de las enferme­
dades es más que evidente pues una población
bien nutrida, con adecuados servicios públicos y
por supuesto, con una atención sanitaria eficien­
te, no tendría porqué acarrear las consecuencias
que estamos padeciendo. A propósito de la apa­
rición del cólera en algunos países de América
Latina y el inminente peligro de expansión hacia
otros, como es el caso de Venezuela, las autori­

dades sanitarias de los diferentes países no tuvie­
ron más alternativa que reconocer que la aplica­
ción de los programas de ajustes económicos que
enfatizan soluciones a nivel de la macroecono­

mía, produjeron como resultado inmediato, en el
caso de la salud, el crear las condiciones para el
desarrollo de esta enfermedad. El propio Minis­
tro de Sanidad venezolano, Pedro Páez Camargo
manifestó que "el cólera es el precio que se está
pagando por la indolencia de algunos de nuestros

países, que tuvieron otras prioridades". 66

Salud: Tendencia a la privatización

PROVEA comparte el criterio de que la
salud debe ser entendida desde una perspectiva
integral, que aborde todos aquellos elementos
que permiten a los individuos desarrollar su vida
en condiciones dignas: buena nutrición, condi­
ciones físico-ambientales adecuadas, capacidad
para la recreación y el esparcimiento, trabajo y
salario adecuados. Durante muchos años se ha

manejado como criterio para definir la salud, la
ausencia de enfermedad y de aquí que las políti­
cas sanitarias hagan énfasis en los aspectos cura­
tivos y olviden que un pueblo sin condiciones
globales de bienestar es un pueblo sin salud. Es

66 Diario de Caracas, 29.04.91
67 La Nación, 06.05.91
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por ello que resulta imposihle considerar quc la
problemática de la salud en nuestro país, podrá
superarse desarrollando políticas asistcncialistas
sin tomar en cucnta el deterioro del nivel de vida

de la población.
La posición oficial que más fuerza ha tenido

al plantearse alternativas para enfrentar el pro­
blema de la salud en Venezuela, es la que sostie­
ne que la principal causa del deterioro de la
misma se encuentra a nivel de la administración

de los centros de salud y en las asignaciones
presupuestarias para este sector y, por lo tanto,
la solución al problema pasa por lograr una bue­
na gerencia de los recursos. Si bien es cierto que
en el sector salud existen importantes problemas
de orden administrativo unidos a una excesiva

burocracia y a un elevado índice de corrupción,
es imposible que pueda pensarse en una solución
que abarque solamente estos aspectos y deje por
fuera los aspectos centrales del problema, pues
de nada servirá una salud gerenciada correcta­
mente si los factores que generan salud no son
tomados en cuenta. Tal como expone el médico
Manuel González en su artículo Neoliberalismo

y Salud, "Nos equivocamos cuando considera­
mos simplemente que el problema de la salud es
puramente asistencial y no reparamos en la de­
pauperización de las condiciones de vida y trabajo
de mayoritarios sectores sociales. Y todavía más
cuando simplificamos lo asistencial como un pro­
blema administrativo y olvidamos su engranaje
con la dinámica económico-social y el control del
poder. Este enfoque funcional de la realidad lleva
a nefastas consecuencias. Así la demanda demo­
crática de salud elude la lucha por la justicia
social como condición inherente a la primera. Y
la reforma sanitaria se asume como lapetición de
'más gerencia y racionalización de recursos '. De­
jando de lado, con este enfoque, otros obstáculos
de mayor trascendencia como nuestra condición
de país intervenido y la falta real de voluntad
política para alcanzar los propósitos de bienestar
y salud.,,67

A comienzos del año 1991, concretamente

en el mes de marzo, el Presidente de la República
designó a la Diputada Rhonna Ottolina como
Comisionada Presidencial para llevar a caho el
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Plan Piloto de "Moderna Gestión Hospitalaria", PROVEA considera fundamental mantener
participando a su vez como miembro de la Co- la vigencia del derecho a la protección de la salud
misión de Reestructuración de la Gestión Hos- consagrado en la Constitución de la República,
pitalaria, integrada por miembros del FIV, Cor- así como también salud igual para todos, gratuita
diplan, MSAS, Ministerio de la Familia y Gober- donde se privilegie la atención preventiva.
nación del Distrito Federal (GDF). Estos han A este plan piloto se pretende incorporar
elaborado un Doculflento Estrategia, donde -más a largo plazo- a los 253 hospitales de todo
plasman la implementación de este proyecto. el país, e inicialmente se comenzará con 12 cen-

Se da entonces, con la conformación de esta tros de salud pertenecientes cuatro al IVSS, cin-
Comisión, el primer paso hacia la privatización coaIMSAS,2alaGDFyunInstitutoautónomo,
de la salud, que consistirá en ceder en concesión como es el Hospital Clínico Universitario de
los hospitales públicos a empresas privadas, las Caracas, desentendiéndose el Estado de esta res-
cuales gestionarán su operatividad y administra- ponsabilidad.
ción. La Comisión denomina a este proceso de Ya se ha propuesto oficialmente que el pro-
cambio "Reestructuración", definiéndola como: yecto de autogestión hospitalaria -como tam-
"La transferencia de la administración y opera- bién se denomina a este plan privatizador- co-
ción de hospitales y otros servicios de salud del menzará por el Hospital Vargas de Caracas, un
sector público a empresas e instituciones de carác- centro asistencial que presta servicio a nivel na-
terprivado ,,68y da paso a lo que denominan un cional, pues a él son referidos cantidad de pa-
sistema "autorresponsable y eficiente", donde el cientes del interior del país. Será entonces una
usuario debe participar cancelando los "servicios Fundación denominada "Hospital Vargas" que
prestados". Contrariamente a este planteamien- recibiría en concesión la gestión operativa del
to, el Presidente de la República, refiriéndose al hospital. En declaraciones dadas pcir la Diputada
cobro en los hospitales, decía que ".ootenemosque Ottolina, con motivo de la presentación de esta
aspirar no a la asistencia caritativa, sino a que propuesta sefialó: "Se liquidará al personal y ha-

todos los venezolanos estén amparados por un brá transferencia del actual régimen de contrata-
sistema de seguridad nacional, donde cada com- ción a otro distinto ,,70, poniendo en peligro la
patriota contribuya al pago de su asistencia y que estabilidad de los trabajadores de la salud y sus
todos los venezolanos tengan asistencia. Pero, derechos como tales.
mientras tengamos esta situación de marginali- Es evidente que este plan está lleno de con-
dad en el país, es imposible pensar que se pueda tradicciones y lagunas, en lo que se refiere a su
pagar en los hospitales,,69 . Notamos pues posi- implementación y no ha sido dado a conocer en
ciones contradictorias a nivel de los más altos forma oportuna y clara a la población en general,
representantes oficiales en el mismo plantea- la cual en su mayoría desconoce las medidas que
miento del Plan de Reestructuración. serán tomadas.

Preocupa sobremanera el hecho de que en En relación a la privatización de la salud, la
base a un sistema de cancelación (planteado por Senadora Lolita Aniyar de Castro sefialaba, du-
la Comisión) donde el que carezca de posibilida- rante un derecho de palabra en el Congreso
des económicas, seguro público o privado, ten- Nacional: "va a entregarse en comodato toda una
drá que pagar el servicio prestado, no se aclara instalación milmillonaria de hospitales, sin nin-

aún de forma expresa cómo se va a operativizar gún riesgo, y además con aporte del Estado para
esta propuesta. Cabría preguntarse: ¿Cómo ga- la atención de los pacientes indigentes y no asegu-
rantiza el Estado el acceso a la salud a personas rados". Y se preguntaba:"¿No habrá discrimina-
sin recursos económicos, que como se saae rep- ción de pacientes según las diversas clases?" (oo.)

resentan el 80% de los venezolanos que viven en "¿Quién garantiza que una empresa lucrativa se
estado de pobreza? ocupará de los seres humanos desprovistos del

68 COM1S10N DE REESTRUcruRAC10N DE LA GESTION HOSPITALARIA: Documento Estrategia, Caracas,
1991

69 Diario Caracas, 07.10.90
70 El Universal, 19.07.91
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poder que el Estado le entrega desentendiéndose
de ellos ?,,71

La justificación de la implementación de este
plan piloto, es el colapso total de los servicios de
salud, producto del caos administrativo, insufi­
ciencia presupuestaria, dotación deficitaria, de­
terioro de equipos y burocracia excesiva. En
cuanto al franco deterioro presupuestario, el Se­
nador Luis Vidal, miembro de la Comisión Per­

manente de Salud del Senado, nos sefiala: "De
acuerdo con el Banco Central de Venezuela, un
bolívar de 1991 vale 0,]5 de un bolívar de 1984",
derivándose de este hecho consecuencias tales

como: "elprograma 6 - contemplado en elproyec­
to de la Ley de Presupuesto de 1991- referido a
servicios asistenciales en salud, en el 84 tenía

1.847 millones y en el 91, 9.426 millones. El pre­
supuesto real sería apenas de 1.414 millones de
bolívares, con una reducción del 23.44%". Afir­

ma Vidal: "Si uno detalla las partidas, descubre
que en el fondo, se manejan criterios de atención
médica, no de prevención,,72.

La Comisión de Salud plantea que una solu­
ción para que el presupuesto tenga un destino
cierto y un uso racional, sería a través de la puesta
en práctica de una Ley de Contabilidad Nacional
para Hospitales Públicos, con la cual se estable­
cería un sistema comparativo de diferentes actos
médicos de un grupo representativo de enferme­
dades y sus tratamientos respectivos. Se estable­
cería igualmente una Ley de Prevención de En­
fermedades, redundando en ahorro para la aten­
ción. Todas estas son alternativas válidas de con­

trol de la gestión en salud, sin necesidad de im­
plementar el plan privatizador.

Se han elaborado otras propuestas, como la
formulada por el epidemiólogo del Hospital de
Niños "J. M De Los Ríos", Raúl Quiroga, quién
plantea la elaboración de un Plan Nacional de
Salud, donde participen profesionales, técnicos,
enfermeras, empleados y obreros de salud, junto
con sectores populares interesados, asociaciones
de vecinos y sindicatos, con el fin de "sentar las
bases para una utilización racional de los recur-

sos oo., el desenvolvimiento de la medicina preven­

tiva y la mejoría de las condiciones de trabajo Y- el
nivel de vida de los trabajadores de la salud." 73

En relación al IVSS, ya se dió- con motivo de
la renuncia en masa de los Bionalistas que solici­
taban homologación de sueldos- el primer paso
hacia la privatización, siendo este el caso de la
"licitación pública ofreciendo los servicios de la­
boratorio tanto nacional como internacional. Ac­

tualmente ya se le ha dado entrada a una empresa
norteamericana que llevó a cabo la experiencia de
los hospitales adscritos al Seguro Social en Espa­
ña,,?4 También el IVSS contrató con clínicas

privadas de Caracas las llamadas "unidades de

trabajo", de pruebas, diagnósticos e intervencio­
nes quirúrgicas a pacientes asegurados. Al res­
pecto el Dr. Manuel Penso, cardiólogo que ha
llevado a cabo todos los transplantes al corazón
realizados en Venezuela, cree que "el WSS gas­
tará mucho más dinero si contrata unidades de

trabajo con clfnicas privadas, cuando con menos
recursos se pueden habilitar pabellones y adquirir

.. b' . ,,75equIpos que permitan prestar un uen servICIO.
En lo que respecta a la salud ocupacional es

necesario poner en evidencia que a pesar de que
en el año 1986 se promulgó la Ley Orgánica de
Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de
Trabajo, con el fin de proteger al trabajador de
los riesgos a su salud en el ejercicio de sus labo­
res, aún no se ha reglamentado la misma. Tam­
poco se ha operativizado el Instituto Nacional de
Prevención, Salud y Seguridad Laborales, que
sería según la Ley, el órgano rector y colector de
denuncias.

En Guayana, miembros de Comités de Hi­
giene y Seguridad Industrial de las empresas de
la CVG, elevaron sus exigencias ante el Fiscal
General de la República planteándole: "Solicita­
mos que se realicen averiguaciones sobre los últi­
mos accidentes industriales que han ocasionado
la muerte de 18 trabajadores en Ureña, Estado
Táchira; el fallecimiento de tres obreros petrole­
ros y la incapacidad de otros 20, en instalaciones
de Corpoven y Lagoven, en Zulia y Monagas; la

71 ANIYAR, Lolita: Derecho de palabra ante el Congreso Nacional
72 El Nacional, 21.08.91

73 QUIROGA, Raúl: Una propuesta Socialista y democrática para Ú¡ organización de Wsservicios de salud, mimeo, Caracas
1991

74 Diario de Caracas, 09.07.91
75 La Nación, 01.06.91
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muerte en 1990 de dos trabajadores de SIDOR; y
la trágica desaparición de dos trabajadores, en lo
que va de este año, en las obras de las empresas
MACAGUA Ir', según lo sefialado por el médico

especialista en higiene y seguridad industrial,Vladimir Valisa. 7

Recientemente la petroquímica El Tablazo
fue premiada por Petróleos de Venezuela
(PDVSA) por mantenerse durante 8 millones de
horas-hombre sin accidentes industriales, más

sin embargo, mantiene l1iveles elevadísimos de
contaminación por desechos industriales, que
desde hace afios vienen perjudicando la salud de
los habitantes de El Hornito, población cercana
a sus instalaciones.

Algunos sectores del país ven,en la Medicina
Familiar una respuesta a la crisis de los servicios
de salud, pues esta contribuiría a descongestio­
nar los hospitales. "El arsenal de vacunas y de
consejos educativos con los que el médico fami­
liar se anticipa a las endemias y epidemias, dismi­
nuye el gasto en la enfermedad porque es barato
prevenirla y caro curarla", sefiala el sanitarista Dr.
Pedro Iturbe. 77

En este sentido PROVEA mantiene el crite­

rio de que no se han explorado otras alternativas
y que portanto el Estado venezolano, en relación
a la salud, está actuando en forma contraria a los

pactos y convenios internacionales suscritos por

Derechos Económicos, Sociales y Culturales

el país, ya que si bien como lo establece el Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales
y Culturales, estos derechos se alcanzan en forma
progresiva y que el logro de los mismos depende
de los recursos existentes: "No es lo mismo no

poder progresar por -carencia de medios, en
el camino de satisfacer plenamente el status
que se tiene derecho a obtener, que instaurar

una Ifflítica contradictoria con ese dere­cho." 8

La necesidad de hacer un énfasis definitivo

en la atención primaria, en la prevención y no en
la curación, es la forma más idónea para reducir
los costos de la atención a la salud y disminuir los
problemas administrativos, burocráticos y de co­
rrupción que existen en el sector. Si ya existe una
ley aprobada por el Congreso Nacional (Ley del
Sistema Nacional de Salud) que avala este crite­
rio, resulta difícil explicarnos por qué los entes
oficiales enfatizan las salidas privatizadoras y no
han hecho esfuerzos importantes por dar cum­
plimiento a dicha ley. Las explicaciones se en­
cuentran al interior de la polftica económica de­
sarrollada por el actual gobierno por lo que re­
sulta inaceptable asumirlas como válidas y se
hace impostergable, por parte de los sectores
involucfados y preocupados por esta situación,
comenzar a elaborar y poner en práctica otras
alternativas.

B.3 Derecho a la Educación
Todos tienen derecho a la educación. El Estado creará y sostendrá escuelas, institucio­
nes y servicios suficientemente dotados para asegurar el acceso a la educación y a la
cultura, sin más limitaciones que las derivadas de la vocación y de las aptitudes. La
educación impartida por los institutos oficiales será gratuita en todos sus ciclos.

Artículo 78 de la Constitución de la República de Venezuela.

La educación se considera una necesidad de
la sociedad. Se le identifica como un derecho

social, reconocido en la Constitución de 1%1 y,
por tanto, una obligación básica del Estado es la
preservación y prestación de este servicio.

La educación surge en Venezuela como uno
de los espacios más adecuados para estimular la
democratización del país, ya que sus postulados

son portadores de valores como la equidad y la
igualdad. Es además, depositaria de las expecta­
tivas de superación de una sociedad.

Sin embargo, un análisis crítico de la situa­
ción del sector educación evidencia signos de
carácter endógeno y exógeno, que bien pueden
definirse como violaciones al derecho a la educa­

ción; aspectos éstos que nos sefialan que el sector

76 Diario de Caracas, 09.07.91

77 El Nacional, 08.91

78 NIKKEN, Pedro: En Defensa de la Persona Humana, Edit Jurídica Venezolana, Caracas, 1988, pág. 81
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sefíala a los sectores populares como los más

afectados "el 90% de la fó1blación infantil margi­
nal no va al Preescolar" o, cuestión admitida por
el Ministerio de Educación (ME).

En el nivel de Educación Superior se admite
el mismo problema puesto que para este afío se
espera que de "260 mil (bachilleres) que egresa­
rán en julio próximo, sólo 120 mil podrán matri­
cularse en educación superior" 81, contradiciendo
las ideas básicas que sustentan el sistema educa­
tivo como un servicio público, gratuito y obliga­
torio, que deberá garantizar la igualdad de opor­
tunidades y de acceso para todos los venezola­
nos. Nuestra Constitución garantiza la gratuidad
de la ensefianza en todos los niveles, pero los
estratos populares han tenido bastantes dificul­
tades para acceder a ella, debido al constante
incremento de los costos de matrícula, aportes a
la comunittad educativa, uniformes y útiles esco­
lares.

La deserción y el fracaso escolar constituyen
elementos de gran alarma; según Xavier Muga­
rra T. Presidente de la Sociedad Venezolana de

Puericultura y Pediatría, "de cada 100 niños que
ingresan alprimer grado, sólo 55 llegan al6 grado
y 31,8 llegan al 9 grado ,,82 , es decir muy pocos
venezolanos logran alcanzar un nivel deseable de
escolaridad; de hecho esta instrucción adquirida
es incompleta para favorecer su inclusión al mer­
cado de trabajo, lo que afectará negativamente
el nivel de vida que desarrollarán luego. PRO­
VEA considera que el nivel de escolarización
actual y su aprovechamiento son factores que
fortalecen la desigualdad social, ya que el acceso
a éstos está asociado a aspectos de orden cultu­
ral, illtelectual y económico. En Caracas por
ejemplo se sefiala que "el 16.2% (de niños) no
tiene ningún libro y que 71.8% posee solamente
los escolares y alguno que otro libro,,83 .

Otra variable digna de estudio y que está
relacionada con el fracaso escolar, es la concer­

niente a la repitencia; los investigadores la ubican
como uno de los problemas principales del siste­
ma. Ella está asociada con factores como el re­

tardo pedagógico y las mismas variables socieco-

Acceso e igualdad de oportunidades

está "haciendo aguas" por todos lados: se profun­
diza la deserción y el fracaso escolar, existe un
amplio porcentaje de excluidos del sistema en
contraposición con el reducido número que as­
ciende a la cúpula del mismo, existe una diferen­
ciación creciente entre la cultura del aula y la
cultura de la calle, hay incapacidad del sistema
para absorber nuevos escolares y para mantener
a los ya existentes, se evidencian marcadas dife­
rencias entre los recursos asignados en los distin­
tos niveles del sistema, disminución del porcen­
taje de familias de los sectores populares que se
incorporan al sistema, bajos salarios de los do­
centes acompafiados de escasos estímulos a los
mismos, presupuesto insuficiente para sostener
el funcionamiento del sistema, considerables au­
mentos del costo de los uniformes, útiles escola­
res y matrícula, disminución del consumo de
calorías especialmente en los sectores popula·
res.

La crisis educativa la examinamos como la

derivación de la crisis generalizada del país. Quie­
nes desde PROVEA analizamos la educación

venezolana reconocemos los aportes hechos por
el Estado afios atrás en materia educativa, pero
no podemos sentimos satisfechos cuando de Ia_
población escolarizable que para el período 1990­
91 es de 6 millones 742 mil 132 alumnos, sólo han
sido incorporados al sistema 4 millones 432 mil
767 nifíos lo que en cifras absolutas representa el
66% de incorporados, quedando fuera el 34% de
ellos.

Si revisamos los diferentes niveles del sistema

educativo, encontramos que el que en menor
ventaja se encuentra es el nivel de preescolar
considerado obligatorio por la Ley Orgánica de
Educación (LOE). Las estimaciones sefialan, se­
gún directivos de la Federación Venezolana de
Maestros, que "la educación Preescolar es obli­
gatoria, pero como el Estado no ha podido imple­
mentar este nive~ le dió un carácter de transitorie­

dad, lo cual arroja que los niños entre Oy 5 años
no los atiende nadie" 79; al mismo tiempo se

79 Ultimas Noticias, 09.05.91
80 ldem
81 El Nacional, 17.06.91
82 El Nacional 09.01.91

83 FUNDACREDESA: 15 añas investiganlÚ>para el mejor cono<:ímiento de Venezuela, Informe Institucional, pág. 41
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nómicas; se señala por ejemplo que de "3 millo­
nes 777 mil 575 alumnos registrados en el último

año escolar, 755 mil 515 terminarán el curso pero
en calidad de repitientes ,,84; las causales se atri­
buyen principalmente al desinterés del Estado
para enfrentar la irregularidad de las actividades
escolares, interrumpidas unas veces por conflic­
tos de tipo laboral y las más por dificultades en
las instalaciones; este último aspecto ha alcanza­
do cifras bien notorias "60% de las escuelas sin

clases, mientras los más marginados son: los ru­
rales y los de urbes en wnas marginales,,85. Esta
situación implica que no se cumple cabalmente
con el criterio de los 180 dfas de clase, por lo cual
es muy dificil que se logren las exigencias progra­
máticas establecidas para cada uno de los gra­
dos.

En la aplicación de una evaluación de los
alumnos en el último perfododel afio, se constató
que "elmayor porcentaje de alumnos ha obtenido
una calificación de seis y ocho puntos,,86. El pro­
blema del bajo rendimiento académico abarca
también al sub-sector de educación superior; un
ejemplo lo constituye la Universidad de Oriente
en la que, sólo en este perfodo, "dos mil estu­
diantes, en sus cinco' núcleos, serán expulsados
debido a su bajo rendimiento académico ,,87.

El bajo rendimiento se relaciona con la au­
sencia, en importantes sectoreS de la población
escolar de habilidades y destrezas que debieron
ser adquiridas en una temprana edad y cuya
carencia puede deberse a múltiples factores: li­
mitaciones originadas en deficiencias nutriciona­
les, falta de estfmulo tanto a nivel familiar como

escolar, problemas de orden socioeconómico.
Las presiones que ocasiona el deterioro econó­
mico de la población contribuyen a ahondar la
estratificación social. Una manifestación clara es

el alto fndice de nifios que se incorporan tempra­
namente al mercado de trabajo abandonando el

sistema educativo para contribuir con los gastos
familiares.

Otro factor que atenta contra la permanen-

84 El Nacional, 19.06.91
85 El Nacional, 11.10.90
86 El Impulso, 18.06.91
87 El Guayanés, 04.04.91
88 FUNDACREDESA, op. cit pág. 47
89 Diario de Caracas, 28.02.91
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cia en el sistema educativo es la creciente desnu­

trición ya que "seidentificó como carencia impor­
tante a nivel naciona~ un déficit calórico hasta el
30% en algunos lugares y déficits de vitaminas A,
B2 Y Calcio. ,,88 Todo esto, sumado al poco poder
adquisitivo de la población, constituye la rafz de
los problemas de ausentismo, retardo de tipo
pedagógico y la deserción.

Una situación que se crefa controlada es la
del analfabetismo. Sin embargo, los investigado­
res señalan que el "35% de lapoblación compren­

dida entre los 15y 50 años es analfabeta ~ncluí­
dos analfabetas puros y funcionales)" 8 . Esta
situación se compara con pafses de muy pocos
recursos que han desarrollado una escasa aten­
ción en materia educativa. Se pone entonces al
descubierto el desinterés del Estado en contener

la depauperación educativa, aumentando la dife­
renciación creciente entre los que tienen posibi­
lidades para aprovechar el sistema educativo y
sus bondades, y los que secillamente carecen de
éstas.

Actualmente se pone en práctica un menú
para facilitar recursos de manera directa a la
población a través de los programas de útiles
escolares, beca alimentaria, vaso de leche esco­

lar, beca de granos, etc. PROVEA considera
conveniente mantener y ampliar estos progra­
mas, pero subraya que los mismos son de alcan­
ces limitados y destinados a satisfacer urgencias
inmediatas que en nada contribuyen a superar
las limitaciones estructurales y de largo plazo.
Además se conoce que la distribución de estos
programas no ha sido satisfactoria, quedando
gran cantidad de escuelas fuera del alcance de
estos beneficios. Al cierre de este Informe PRO­

VEA conoció que para el próximo afio escolar,
el Instituto Nacional de Nutrición (INN) no es­
tará en capacidad de brindar una cobertura total
al programa del vaso de leche escolar, por lo que
ya se anunció una reducción sustancial del mis­
mo, cubiéndose sólo los tres primeros grados de
educación básica.
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Políticas Generales,
Privatización y presupuesto

Los gastos educativos quedan congelados
afta tras afta y se hacen deficitarios. El Estado
afirma no poder seguir soportando el gasto que
le representa este sector por lo que recomienda
trasladar a manos de la población los costos del
proceso educativo. Una opinión frecuentemente
escuchada es la de detener los recursos destina­

dos por el Estado al sector, en otras palabras,
traspasar paulatinamente a manos privadas la
conducción, administración y gestión de las redes
escolares. La red escolar privada cuenta actual­
mente con "2 mil 439 planteles privados diurnos
y 580 noctumos,,90 ; el ME impulsa y alienta su
aparición "en la medida en que aumenta lapobla­
ción venezolana, y en la medida en que el Estado
venezolano va disminuyendo sus recursos finan­
cieros " 91 a sabiendas de que sus estructuras la
mayoría de las veces no se corresponden con las
obligaciones establecidas en la LOE, general­
mente mal dotados, sobrepoblados, con una
planta profesional no adecuada y donde además
se atenta contra el bolsillo de los representantes
produciendo aumentos inconsultos en el costo
de la matrícula.

A raíz del deterioro progresivo que ha venido
sufriendo la educación en Venezuela, en los últi­

mos aftos ha tomado fuerza el argumento de que
la educación privada es de mayor calidad que la
pública. Básicamente lo que se muestra como
indicador es la regularidad del ano escolar y la
asistencia del personal docente, elementos éstos
que poseen mucho peso en el criterio de los
padres y representantes para enjuiciar el proceso
educativo de sus hijos. Sin embargo, es necesario
acotar varios elementos. El acceso a los planteles
privados es viable solo para un sector minoritario
de la población, pues el grueso de familias vene­
zolanas no pueden asumir la carga que les repre­
senta un gasto mensual de este tipo. Propiciar la
proliferación de escuelas privadas como solución
a la crisis educativa del país, significa dejar en el
corto plazo a un importante porcentaje de nifios
sin ninguna posibilidad educativa. Por otro lado,
la calidad de la educación no puede medirse en

90 El Nacional, 15.02.91
91 El Nacional, 31.05.91
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los términos antes descritos. Cabe seftalar aquí
que la educación venezolana, a la par de la grave
situación expuesta a lo largo de esta sección,
adolece de serias fallas de carácter pedagógico y
académico (programas obsoletos, metodologías
inadecuadas, objetivos alejados de la realidad, en
síntesis una inadecuada preparación para enca­
rar el futuro con élPto), que están presentes tanto
en los planteles públicos como en los privados.

PROVEA considera que se esta poniendo
en peligro la igualdad en el acceso a la educación
ya que se están manejando argumentos como el
que la educación privada es sinónimo de calidad
y la pública de ineptitud e ineficiencia. Creemos
que es fundamental el papel del Estado en la
democratización de la educación, vale decir

igualdad de acceso y de oportunidades; y que las
fallas en del sistema educativo, no se resolveran
negando el derecho a la educación a las mayo­
rías.

Un asunto fuente de grandes conflictos es el
referido al presupuesto, estimado anualmente.
La paz del sistema se ve interrumpida periódica­
mente. De los aproximadamente 90 mil millones
de bolívares aportados por el Estado, un 85% se
dedica a sueldos y salarios en todo el sector. El
incremento de las necesidades en la educación

aunado a la inflación, requiere de incrementos
sustanciales para poder atender las urgencias
emanadas del sistema; tan cierto como que en las
escuelas sólo se cuenta con borradores, tizas,
pupitres, pizarrón cuando los hay.

Igualmente crítica es la situación de las uni­
versidades, a punto de colapsar por la falta de
presupuesto, que para el afta pasado se ubicó en
los 30 mil millones de bolívares, monto conside­
rado por el núcleo de rectores como insuficiente
para conservar sus puertas abiertas. Se recurrió
al crédito adicional del cual se aprobó el 42% de
la petición (3.700 millones) y lo cual es también
'deficitario para atender los compromisos y nece­
sidades de las universidades. El replanteamiento
de insuficiencia presupuestaria obtuvo esta vez
como respuesta del Estadola sugerencia de co­
brar matrícula, despedir profesores y no reponer
los cargos vacantes por renuncia o por jubilación.
Además se ha adoptado una estrategia de con-



trol del crecimiento de la educación superior,
re forzándose los mecanismos de selección, colo­

cándose la educación superior en virtual conflic­
to que afectará como siempre a los estudiantes,
la calidad de la educación y primordialmente el
sistema de educación pública gratuita; por otra
parte, las fuentes alternativas de finaneiamiento
de la educación superior, tales como la creación
de impuestos especiales a empresas privadas, no
han sido suficientemente exploradas.

Descentralización educativa

La pesadez de la estructura burocrática del
ME es una de las piezas más resistentes al cambio
requerido por la estructura educativa nacional;
el peso acumulado de ineficiencia, ineptitud e
inoperancia ha conspirado para mantener una
buena fuente de acción organizada y planificada
que vele por la garantía de una adecuada asisten­
cia al sistema.

El Ministro de Educación ha puesto de ma­
nifiesto la preocupación que tiene por la tardan­
za en la implementación del programa de trasla­
do de competencias del área educativa a las go­
bernaciones, para que asuman el control del pro­
ceso en sus regiones, lo que abarca desde los

Derechos Económicos. Sociales y Culturales

procesos administrativos hasta los curricu]ares.
PROVEA estima que la disposición para

mejorar las cosas debe traducirse en hechos. El
potencial organizativo, la gran infraestructura, la
parte buena de la experiencia debe conservarse
para ponerla a disposición de las necesidades de
las regiones, lo cual requiere de un marco jurídi­
co para ejecutarse. Ahora bien no vacilamos en
reconocer las bondades de una acción radical de

descentralización pero, consideramos necesario
expresar algunas reservas al caso, ya que la pri­
mera experiencia de descentralización se desa­
rrolló en la capital y el resultado fue el cierre de
las guarderias que pasaban a manos de la Alcal­
día, con el consiguiente problema de desempleo
y readecuación que puede resultar traumático si
no se planifican sus implicaciones.

PROVEA considera importante que el Es­
tado emprenda un estudio serio y concienzudo
de la situación educativa nacional, buscando las

causas que originan la pérdida de eficiencia, cali­
dad Yefectividad del sistema. Debe preocuparse
por relanzar el proyecto educativo duramente
golpeado por las poIfticas económicas. De ningu­
na manera debe abandonarse la educación a su
suerte.

B.4 Derechos de los Trabajadores
Todos tienen derecho al trabajo. El Estado pTocurará que toda persona apta pueda
obtener colocación que le proporcione una subsistencia digna y decorosa.

Artfcu/o 84 de la Comtitución de la República de Venezuela

El trabajo será objeto deprotección especial. La ley dispondrá lo necesario para mejorar
las condiciones materiales, morales e intelectuales de los trabajadores. Son irrenuncia­
blespor el trabajador las disposiciones que la ley establezca para favorecerlo oprotegerlo.

Artfcu/o 85 de la Constitución de la República de Venezuela

La flexibilización de las condiciones laborales

El mundo laboral en el último ano ha sufrido

numerosas e importarttes modificaciones que, en
la mayor parte de los casos, se traducen en viola­
ciones ya materializadas o peligrosas amenazas
en el plano normativo, contra los derechos y las
conquistas históricas de los trabajadores. Como
parte del paquete jurídico se pretende, y en gran
medida se ha logrado, ajustar las relaciones obre­
ro-patronales a las metas y objetivos que el neo-

liberalismo se ha trazado tanto al interior del país
como en el plano internacional

La llamada "actualización" de la legislación
nacional venezolana a la realidad económica del

país, pasa por entender el factor trabajo como un
mero costo de producción, una simple variable
económica o contable dentro del sistema pro­
ductivo n_acional, desconociendo su valor como
derecho que recoge nuestra actual Constitución.
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Esta visión, se corresponde con el proyectado
paso a una economía signada por las leyes de la
oferta y la demanda, fundamentada en la com­
petividad, para lo cual es necesario eliminar las
medidas proteccionistas a nivel aduanero, dejar
libre entrada y salida a la inversión de capitales
extranjeros, y restringir al mínimo la participa­
ción estatal en la economía incentivando acelera­

dos procesos de privatización.

Todos estos cambios tienen profundas reper­
cusiones en el área laboral venezolana, puesto
que están orientados a potenciar un sistema pro­
ductivo con miras a la exportación, teniendo co­
mo "ventaja comparativa" más significativa la fle­
xibilización de las condiciones de trabajo de la
población activa del país, que se traduce en la
baja de los salarios, la contratación por tiempo
fijo o determinado, es decir, la inestabilidad labo­
ral, que a su vez merman los niveles de afiliación
sindical y disminuye el poder negociador de
las organizaciones sindicales en las convencio­
nes colectivas de trabajo; reduciendo a su vez
su influencia política en los destinos de la
Nación.

Sobre la base de la nueva normativa laboral,

se ha legalizado la violación de los derechos de
los trabajadores y desnaturalizando las institu.
ciones y los principios del Derecho del Trabajo.

Dentro de este contexto, se ha dado inicio en
el país, a un proceso de reconversión industrial
que, dentro de nuestra situación como países
periféricos, sólo plantea una auténtica moderni­
zación tecnológica en áreas estratégicas para el
capital transnacional, esgrimiéndose en varios
casos (Viasa,CANlV, Empresas Básicas, etc.)
como argumento de peso para justificar la priva­
tización de empresas estatales.

Se pretende en algunos casos canalizar la
fuerza de trabajo no empleada, en proyectos de
microempresas que, desarrollándose alrededor
o en torno a las grandes fábricas y en coordina­
ción con centros industriales de la región y del
mundo, supondrían el establecimiento de regí­
menes de trabajo informal y a domicilio (maqui-

, las), que hacen imposible el control y la vigilancia
del Estado en cuanto al cumplimiento estricto de
los derechos del trabajador y sus condiciones
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laborales.

El "paquete jurídico" en el ámbito laboral

Las afirmaciones hechas anteriormente ilus­

tran claramente lo que ha sido el acontecer de la
dinámica laboral en el lapso que cubre este In­
forme. En el plano legal nos enfrentamos a la
recientemente aprobada Ley Orgánica del Tra­
bajo (LOT) que dadas las implicaciones que con­
lleva en materia laboral merece nuestra especial
atención. El análisis de un marco legal, así como
las consecuencias de su aplicación y algunas res­
puestas surgidas de los mismos trabajadores con­
situyen parte de este análisis.

A) Ley Orgánica del Trabajo
Cabe sefialar que la acciones intentadas ante
la OIT y el Congreso Nacional a partir de
junio de 1.990, en relación a cuestionamien­
tos al entonces proyecto de LOT dieron co­
mo resultado una serie de logros, en los que
cabe mencionar: a) la eliminación de la defi­
nición de la huelga como acción concertada
y pacífica de los trabajadores; b) se mantuvo
el número de trabajadores necesarios (20 y
40) según la Ley del Trabajo de 1.936 para
la constitución de sindicatos de empresa y
profesionales, fijándose en 150 el número
requerido para la formación de sindicatos
nacionales; c) se estableció la protección del
fuero sindical para los miembros de lasjuntas
directivas seccionales de los sindicatos nacio­

nales; d) se amplió el amparo de la normativa
laboral para los empleados de la Administra­
ción Pública; e) se suprimió el período de
prueba que se pretendía elevar a 90 días.
Sin embargo, el 20 de Diciembre de 1.990 la
nueva Ley fue promulgada, manteniendo en
su seno graves violaciones y desconocimien­
tos a históricos derechos de los trabajadores
y de las organizaciones sindicales, dentro de
los cuales destacan:

* Los Convenios Internacionales y las dis­
posiciones en ellos contenidas, son valo­
rados como mera fuente supletoria del
Derecho Laboral, desconociendo su ca­

rácter de leyes aprobadas por el Congre­
so de la República y dotados de obliga­
toriedad en su cumplimiento.
Cabe igualmente destacar, que al pasar


